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Pereira, junio primero (1º) de dos mil diecisiete (2017)  


Acta No. 288 del 1º de junio de 2017

Expediente No. 66001-31-21-001-2017-00034-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por la señora Yolanda Rodas Quintana, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Pereira, el 17 de abril último, en la acción de tutela que instauró la recurrente contra la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató la actora los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Se encuentra incluida en el registro de población desplazada, con ocasión a la correspondiente solicitud que elevó en el año 2007.
1.2 Ha sido objeto de los siguientes hechos victimizantes: a) sus hijos Nelson Uriel y Leonardo Fabio Pérez Rodas, fueron asesinados, en su orden, en los años 2003 y 2006. Igual suerte corrieron su otro hijo Hernán Rodas Quintana y su cónyuge José Alejandro Pérez Muñoz el 13 de enero de 2013. Dichos crímenes fueron cometidos por grupos armados al margen de la ley y b) el día del velorio de José Alejandro Pérez Muñoz y Hernán Rodas Quintana, “me amenazaron y me dieron 48 horas para que yo saliera del territorio”. Esto último fue denunciado ante la Fiscalía General de la Nación el 15 de enero siguiente. 
1.3 Los grupos al margen de la ley que perpetraron esos hechos operaban en el municipio de Honda, Tolima, tal como se puede constatar en los documentos de prensa y de los organismos de seguridad. 
1.4 A su esposo lo apodaban “El Rolo” y a sus hijos “Los Rolitos” y “en uno de tantos documentos” la UARIV manifestó que no era posible reconocer sus homicidios en razón a que ellos hacían parte de la banda criminal denominada “Los Rolos”, circunstancia que es totalmente falsa. 
1.5 Debido a aquellas circunstancias, en el mes de enero de 2013 se vio obligada a salir desplazada definitivamente de la citada localidad y dadas las situaciones que ha tenido que soportar, fue diagnosticada con trastorno depresivo mental, padecimiento que fue puesto en conocimiento de la entidad demandada.
2. Solicita se protejan sus derechos al debido proceso, la vida digna, el mínimo vital, la igualdad y a la integridad personal y se ordene a la entidad accionada “reconocer en el Registro Único de Víctimas (RUV) los homicidios de mis hijos y la amenaza por mi (sic) sufrida”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 30 de marzo pasado se admitió la acción contra la Directora de Registro y Gestión de la Información de la UARIV.
2. Se pronunciaron dicha funcionaria y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la misma entidad para manifestar, en primer lugar, que mediante oficio 2017209961191 se dio respuesta al derecho de petición presentado por la actora. Luego indicaron que mediante Resolución No. 2013-113796 del 14 de marzo de 2013, se decidió no acceder a la solicitud elevada por la actora para obtener la inclusión en el registro de víctimas por el homicidio de su hijo Hernán Rodas Quintana y de su esposo José Alejandro Pérez Muñoz, porque al revisar los antecedentes y la información periodística correspondiente se pudo establecer que el señor Hernán Rodas Quintana ejecutó sendas conductas penales por las cuales fue condenado; respecto de José Alejandro Pérez Muñoz y el hecho de la amenaza en contra de la accionante “es posible establecer que los grupos que comenten (sic) delitos en contra de la población civil corresponde a los que se encuentran involucrados en acciones denominadas como delincuencia común”. También expresaron que la demandante pidió la revocatoria directa de ese acto administrativo, la que fue negada por medio de Resolución No. 2013-113796RD del 29 de febrero de 2016. Por tanto a la fecha aquella decisión se encuentra en firme.

En relación con la inclusión de sus hijos Nelson Uriel y Leonardo Fabio Pérez Rodas, indicaron que ellos no fueron mencionados en la declaración rendida por la accionante y por lo mismo “no se encuentran valorados”.
Finalmente señalaron que el ámbito propio para debatir las decisiones adoptadas por la administración, es la jurisdicción contencioso administrativa, la cual está dotada de un amplio espacio para que las partes debatan y formulen los recursos respectivos. Solo será procedente la acción de amparo, entonces, cuando la lesión del debido proceso administrativo sea de tal magnitud que se carezca de cualquier otro medio de defensa para defenderlo o se esté ante un perjuicio irremediable.

Solicitaron se nieguen las pretensiones de la demanda. 
3. Por sentencia del 17 de abril último, el señor Juez Primero Civil Especializado de Restitución de Tierras declaró que la UARIV no  había incurrido en lesión alguna de los derechos fundamentales de la actora. Sin embargo, le ordenó a la Directora de Registro y Gestión de la Información de esa entidad, dentro de los quince días siguientes, comunicarle a la accionante si radicó y tramitó la declaración de los homicidios de Nelson Uriel y Leonardo Pérez Rodas, y la decisión que al respecto adoptó. Además, que si esta última aún no se ha proferido, proceda a ello dentro de los veinte días siguientes.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia que consideró aplicable al caso, indicó que frente a la resolución del 14 de marzo de 2013, por medio de la cual se negó la inclusión de la accionante en el registro de víctimas por los homicidios de los señores Hernán Rodas Quintana y José Alejandro Pérez Muñoz, no se interpuso recurso alguno y por ende se encuentra en firme. De otro lado, respecto de la resolución de 29 de febrero de 2016, se incumple el principio de la inmediatez, pues a pesar de que la demandante fue notificada de ese acto administrativo el 24 de agosto siguiente, dejó pasar más de siete meses para acudir a la acción de amparo.
En relación con los otros hijos fallecidos, Nelson Uriel y Leonardo Pérez Rodas, dijo que si bien no se allegó constancia de la presentación de la declaración, ni del acto administrativo que resuelve sobre esa inclusión, la accionante informó que al salir desplazada no tuvo la oportunidad de traer consigo los documentos respectivos y por tal motivo, a pesar de la incertidumbre de ese hecho, es procedente ordenar la aclaración de esa circunstancia, teniendo en cuenta la situación actual de la accionante.  
4. Inconforme con el fallo, la accionante lo impugnó. Alegó que la entidad demandada incurre en contradicción pues aunque negó el reconocimiento de los homicidios de sus hijos en razón a que supuestamente no habían surgido con ocasión al conflicto armando, decidió incluirla en el registro de desplazamiento forzado cuando esta circunstancia es subsidiaria de aquella; reiteró los hechos de los que fue víctima su núcleo familiar y los atribuyó a los grupos al margen de la ley que operaban en la zona, ya que “el modus operandi es similar en todos”; en virtud del principio de buena fe, “no puede argumentarse un acto administrativo sin sustentar el argumento esgrimido” y que no es cierto que haya omitido formular recursos frente a la resolución del 14 de marzo de 2013, pues en su contra radicó el de revocatoria directa, el cual fue despachado desfavorablemente.

Pidió mantener lo dispuesto en relación con el homicidio de Nelson Uriel y Leonardo Pérez Rodas, pero, además, que el estudio a que haya lugar no se realice de forma aislada sino que es deber analizar todos los hechos victimizantes en un mismo contexto y ordenar su reconocimiento dentro del marco del conflicto armado interno. 
Por tanto solicitó se acceda a la protección de sus derechos fundamentales, para lo cual se debe tener en cuenta su condición de salud, su edad y que es responsable de un nieto menor de edad.    

C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela contra la decisión de no incluir en el registro único de víctimas a la actora. Solo de serlo, se establecerá si incurrió la entidad demandada en lesión de los derechos fundamentales cuya protección invoca el demandante. Además, se determinará si es procedente ordenar a la Unidad accionada, comunicar el estado en que se encuentra la inclusión en ese registro por cuenta de los hechos de que fueron víctimas Nelson Uriel y Leonardo Fabio Pérez Rodas y eventualmente resolver sobre el particular. 
3. Es sabido que uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“Si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, frente a su presunta vulneración o amenaza, la petición ha de ser presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Pues, de no limitar en el tiempo la presentación de la demanda de amparo constitucional, se burla el alcance jurídico dado por el Constituyente, y se desvirtúa su fin de protección actual, inmediata y efectiva… 

…Frente a la inmediatez se ha dicho que, pese a no tener un término de caducidad expresamente señalado en la Constitución o en la ley,  la acción de tutela como mecanismo de protección constitucional procede dentro de un término razonable y proporcionado contado a partir del momento en que se produce la vulneración o amenaza al derecho. Se justifica la exigencia de dicho término toda vez que con éste se impide el uso de este mecanismo excepcional como medio para simular la propia negligencia o como elemento que atente contra los derechos e intereses de terceros interesados, así como mecanismo que permite garantizar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica que se deprecan de toda providencia judicial… 
De este modo, la oportunidad en la interposición de la acción de tutela se encuentra estrechamente vinculada con el objetivo que la Constitución le atribuye de brindar una protección inmediata, de manera que, cuando ello ya no sea posible por inactividad injustificada del interesado, se cierra la vía excepcional del amparo constitucional y es preciso acudir a las instancias ordinarias para dirimir un asunto que, debido a esa inactividad, se ve desprovisto de la urgencia implícita en el trámite breve y sumario de la tutela”
.

En este caso concreto, tal como se ha reiterado, pretende la demandante se ordene a la entidad accionada reconocerle su calidad de víctima, con motivo a los homicidios perpetuados contra sus hijos y su cónyuge.
La Resolución 2013-113796, por medio de la cual se negó la inclusión en el registro único de víctimas de la accionante con ocasión a los homicidios de su esposo José Alejandro Pérez Muñoz y su hijo Hernán Rodas Quintana, se expidió el 14 de marzo de 2013
; aunque no se aportó prueba de su notificación, para el 10 de diciembre de 2014 la accionante ya conocía de su contenido, pues en esa fecha presentó en su contra solicitud de revocatoria directa
.
Sin embargo, solo el 30 de marzo de este año solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de dos años desde cuando se tuvo conocimiento del acto administrativo en el que encuentra lesionados los derechos cuya protección invoca, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo.

Y no se evidencia la existencia de una justa causa que explique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción ya que ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. 

La circunstancia de que haya solicitado la revocatoria directa del citado acto administrativo, no justifica tener por cumplido el requisito de que se trata, pues la Resolución No. 2013-113796RD del 29 de febrero de 2016
, por medio de la cual se decidió negar esa petición, le fue notificada de forma personal el 24 de agosto de 2016
, lo que significa que, respecto de la misma, acudió a este mecanismo luego de más de ocho meses, superándose de esta forma también el tiempo razonable para ejercerlo.
Así las cosas, se concluye que se halla ausente el requisito de inmediatez que se analiza y por tal razón el amparo reclamado resulta improcedente, pues si la demandante consideró afectados sus derechos fundamentales con las citadas decisiones, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, permitió que transcurrieran más de dos años, para la primera, y de seis meses, con respecto a la última, para instaurarla y ese pasivo comportamiento permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno. 

4. En cuanto a la orden dirigida a la Directora de Registro y Gestión de la Información para que informara a la accionante si presentó declaración por los homicidios de los señores Nelson Uriel y Leonardo Fabio Pérez Rodas accionante y en caso positivo, procediera a resolver sobre la correspondiente inclusión en el registro de víctimas, es necesario indicar, en primer lugar, que dicho mandato no ha podido ser impuesto, como quiera que si el funcionario de primera sede consideró que la UARIV no había vulnerado derecho fundamental del que sea titular la demandante, ninguna orden podía impartírsele en la sentencia. A ello debe proceder el juez constitucional cuando lesionado un derecho, se hace necesario adoptar medidas para protegerlo y solo de concederse la tutela, en razón a las consecuencias que con motivo de desobedecerlas pueden afectar a los destinatarios de las mismas. Es por ello que el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991, dice: “Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable deberá cumplirlo sin demora.”, norma que además faculta al juez para sancionar por desacato al responsable y en esas condiciones, si el amparo es negado, se hace cuando menos difícil concluir que el agente que se sustrae a ella, puede incurrir en conducta digna de reproche. 
Por tal razón, el mandato impuesto será revocado porque para la Sala, en efecto, la entidad demandada no ha lesionado los derechos fundamentales de la actora, pues si lo que ella pretende es que se le incluya en el registro de víctimas por el homicidio de los citados señores, es necesario que primero agote el trámite de declaración ante las entidades competentes, tal como le fue sugerido en el oficio de 6 de abril de este año
, remitido a su dirección
. 
Lo anterior porque no existe prueba de que haya agotado elevado solicitud alguna en tal sentido; la entidad demandada informó que esas personas no fueron mencionadas en la declaración que rindió la actora y esta, según sus propias expresiones, en relación con Leonardo Fabio Pérez Rodas, nunca la ha efectuado y aunque en una primera oportunidad manifestó que en el año 2007 sí había surtido esa gestión respecto de Nelson Uriel Pérez Rodas
, luego indicó que le costaba recordar bien esos asuntos y si fue ella o fue su esposo el que rindió la respectiva declaración
, todo lo cual es indicativo de la incertidumbre que tiene sobre el particular. 
En estas condiciones, se puede concluir que la demandante no acreditó haber desplegado actividad alguna con el fin de obtener se estudie su inclusión en el registro de víctimas por la muerte de sus hijos Nelson Uriel y Leonardo Fabio Pérez Rodas y que por ende, la funcionaria accionada tampoco ha tenido oportunidad de resolver lo que corresponda.

Ese pasivo comportamiento impide otorgar el amparo solicitado, porque el juez constitucional no puede desconocer los procedimientos administrativos determinados para tramitar esa clase de peticiones, escenario normal previsto por el legislador para que los funcionarios competentes puedan analizar y resolver lo que corresponda.

5. En consecuencia, como no se satisfacen los requisitos de inmediatez y subsidiariedad, el amparo solicitado resulta improcedente y así se declarará.

6. Además, como no era del caso declarar la falta de lesión de los derechos fundamentales, como lo hizo el funcionario de primera sede, porque para así proceder es indispensable que el juez de tutela verifique de manera previa si la acción cumple con aquellos presupuestos generales, se revocará también el ordinal primero del fallo de primera sede.
7. Se adoptarán las decisiones a que se ha hecho alusión a lo largo de esta providencia, aunque afecten al apelante único, lo que no constituye una violación al principio de la non reformatio in pejus, que no tiene aplicación en materia de procesos de tutela, en los que están involucrados derechos fundamentales. Así lo ha explicado la Corte Constitucional:

“La Corte Constitucional ha fijado una línea de precedentes invariable, indicando que en materia de tutela no se aplica el principio de non reformatio in pejus.  En sentencia T-138 de 1993, la Corte fijó su posición en los siguientes términos:
 
`Es más, tomando en consideración, de una parte, la filosofía que inspira a la tutela de ser un mecanismo excepcional  de protección inmediata  de los derechos fundamentales tutelados por la Carta Política, de carácter subsidiario  por no ser alternativo de la acción ordinaria, y de otra, que el juez de la tutela debe asegurar ante todo el principio de legalidad suprema, que es la primacía de la Constitución (arts. 1o., 2o., 40, 121 y 241 de la C.P.),  considera esta Sala que la figura de la reformatio in pejus no tiene operancia, cuando el juzgador de segunda instancia revisa la decisión del a quo ni cuando la correspondiente Sala de Revisión de la Corte Constitucional efectúa la revisión ordenada por los Arts. 86, inciso 2o., 241, numeral 9 de la C.N. y 33 del D. 2591. Sostener lo contrario conduciría a que so pretexto de no hacerse más gravosa la situación del peticionario de la tutela que obtuvo un pronunciamiento favorable en la primera instancia, se pudiese violar la propia Constitución, al conceder una tutela que, como sucede en el presente caso, es a todas luces improcedente.
 
En relación con la Corte Constitucional, mucho menos puede predicarse la prohibición de la reformatio in pejus, no sólo por las razones anotadas, sino además, porque ni la Constitución ni la  ley,  a la cual defirió la Carta la reglamentación de la figura de la revisión, establecen límites al examen de las decisiones que se someten a su análisis en desarrollo de la función que le atribuyeron  los artículos 86 y 241-9   del referido estatuto.´
 
La no aplicación del citado principio en materia de tutela se ha reiterado en, al menos, las siguientes decisiones: T-237 de 1993, T-596 de 1993, T-099 de 1994, T-231 de 1994, T-400 de 1996, T-913 de 1999 y T-1005 de 1999.  Como quiera que la Corte ha fijado el alcance de la reformatio in pejus en materia de tutela…”

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO. REVOCAR los ordinales primero, segundo y tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializada en Restitución de Tierras de Pereira, el pasado 17 de abril, en la acción de tutela instaurada por la señora Yolanda Rodas Quintana contra la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-. En su lugar, se declara improcedente el amparo reclamado. 
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO. Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

                  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Con aclaración de voto)
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